Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 45 minutos.) 


La Comisión de Asuntos Administrativos del Senado tiene el agrado de recibir a la delegación 
de AFUCASE para continuar con el análisis del Reglamento de Calificaciones y Ascensos de los 
Funcionarios. 


SEÑOR MARTINEZ PAYSSE.- Como Presidente de AFUCASE quiero, en primer lugar, agradecer a 
los señores Senadores la amabilidad que tuvieron al recibirnos para dar nuestra opinión en esta 
Comisión respecto del proyecto de Reglamento de Calificaciones y Ascensos de los Funcionarios. 


Luego del trabajo de la Comisión en la que participaron dos asociados, podemos decir que, en 
general, estamos de acuerdo con el proyecto que se propone ya que es muy claro, conciso y marca 
todas las pautas a seguir para quienes van a ser los calificadores. 


Entendemos que este Reglamento es necesario -hasta el momento nunca tuvimos una 
propuesta tan precisa- ya que para todos los funcionarios es muy importante poder aspirar a una 
carrera administrativa. Hay que tener en cuenta que pasamos muchos años en la Casa y que como 
funcionarios merecemos un buen Reglamento de calificaciones que permita acceder a dicha carrera. 


Sin embargo, a lo que queremos referirnos en el día de hoy, sobre todo, es al proyecto 
propuesto por Secretaría, que nos fue comunicado hace unos días y que implica algunas 
modificaciones que, luego de estudiadas en Comisión, nos plantean ciertas inquietudes, algunas de 
ellas de fondo. En tal sentido, hemos traído a los señores Senadores un memorándum en el que 
detallamos estos puntos en los que no estamos de acuerdo. 


Empezaremos analizando el artículo 3% que habla de los períodos de evaluación y sobre el 
que tenemos algunas diferencias. En el artículo original se hablaba de un período de 24 meses de 
desempeño de los funcionarios, pero luego Secretaría lo modificó. A este respecto consideramos que 
dentro de la Legislatura tenemos ciertos espacios en blanco de tres meses, en virtud de los recesos, a 
lo que se suma que el último es más prolongado porque comienza en el mes de setiembre. En tal 
sentido consideramos que deberíamos tener un mínimo de tres calificaciones al cabo de la Legislatura: 
uno primario, al entrar la nueva Administración -llegando a una calificación en un plazo de doce meses- 
y, luego, buscar los balances para que dentro del Período Legislativo, se alcancen -reitero, como 
mínimo- las tres calificaciones. Esto permitiría ir conociendo todos los movimientos que se pueden dar. 
A cada cambio de Legislatura puede haber movimientos de funcionarios, algunos de los cuales serían 
calificados en una oficina y luego en otra. De esa manera, podríamos movernos con un mínimo de tres 
calificaciones por año. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por lo tanto, ustedes están proponiendo cambiar lo relativo a un mínimo de 
24 meses específicamente por alguna frase que diga que por lo menos se realizarán tres calificaciones. 


SEÑOR MARTINEZ PAYSSE.- Se incluiría un inciso final. Después de “El proceso calificatorio debería 
iniciarse en el día indicado en el inciso anterior y quedar terminado a más tardar el 31 de julio del 
mismo año”, se agregaría “Deberán realizarse un mínimo de tres calificaciones por Legislatura”. 


Luego, hacemos referencia al artículo 6*, relativo al tema de los puntajes. Estuvimos leyendo 
la versión taquigráfica de lo expresado por la doctora Carrau en la sesión anterior y advertimos que 
tiene mucha razón al señalar que las oficinas de la Cámara de Senadores normalmente no tienen una 
gran cantidad de funcionarios. Habitualmente tienen 3, 4 ó 5 funcionarios. Si nosotros le damos un 
10% a quien califica, le vamos a dar una calificación de 0.40, que sería como partir al medio a esa 
persona. Se habla de un 10 % como máximo, y eso no lo podemos permitir. Creo que tendríamos que 
dar un poco más de independencia a quien califica. Me parece que no hay en todo el Parlamento 300 
funcionarios que tengan 10 puntos. Nos conocemos todos y sabemos muy bien que hay muy pocos 
que puedan tener esa calificación. Por lo menos, quien califica debe tener mayor independencia, así se 
podría decir que el 10% debe tener como máximo un 10 y un 20%, como máximo un 9 y un 8, ó un 7 y 
un 6. Por supuesto que después habrá que defender ante el Tribunal las calificaciones que ponga el 
funcionario. De cualquier manera, habría que ser un poco más amplio y dar a quien califica en primera 
instancia un poco más de independencia y libertad. Después será necesario defenderlas y quizás el 
Tribunal calificador las pueda modificar, pero eso es otra cosa. Lo que sí es importante es que quien 


califica de base, que conoce y tiene trato directo con el funcionario, tenga un poco más de 
independencia para calificar. Además, la persona debe asumir su propia responsabilidad, y eso es muy 
importante, porque no sólo sus compañeros son los mejores del Parlamento. Si todos calificamos con 
10, esto se transforma en un lío espantoso. De esa forma, todos deben tomar conciencia y saber 
cuánto rinde el funcionario de su oficina. Creo que tenemos que dejar un poco más libre este tema y no 
achicar tanto las posibilidades de quien va a calificar. 


SEÑOR CANESSA.- Hay que tener en cuenta que el mismo proyecto establece que si se califica a un 
funcionario con más de 9 hay que dar una fundamentación expresa. Esta sería la razón por la que no 
debería establecerse el porcentaje del 10% o cualquier otro porcentaje, ya que no sería correcto, 
porque si un evaluador primario emite una calificación mayor a 9 tendrá que fundamentar el porqué. 


SEÑOR MARTINEZ PAYSSE.- En cuanto al artículo 11, estamos de acuerdo con la modificación que 
se propone agregar al literal c). Creemos que la notificación debe ser hecha en forma personal, por 
escrito y no verbal, aportando además una fundamentación de parte del Tribunal. Si se hace en forma 
verbal, puede dar lugar a alguna ofensa para el personal de parte de su jefe. No nos parece que la 
notificación escrita sea más fría, sino más importante. 


En relación al artículo 38, que establece la puntuación y porcentajes para la evaluación en 
los concursos, hemos presentado un memorándum al que ahora agregamos una planilla que en este 
momento se está repartiendo a los señores Senadores. Con relación a este tema hemos planteado 
ciertas variaciones en las calificaciones porque consideramos que es mucho más importante la prueba 
de capacidad que la calificación en sí misma. 


Creemos que un funcionario que se rige mucho por sus horarios puede tener buenas 
calificaciones, pero en la prueba de capacidad no demuestrar los conocimientos necesarios para 
desempeñar la tarea. 


En este ámbito, la mayoría de los funcionarios nos manejamos con la Constitución y el 
Reglamento del Senado y nos parece que debemos tener un conocimiento cabal de los temas con los 
que estamos trabajando. Entonces, aunque un funcionario sea muy diligente, pero en una prueba de 
capacidad no obtiene buenos resultados, creemos que habrá que darle más importancia a esta última 
porque es la que demuestra si el funcionario sirve o no para la función que está cumpliendo. Para 
quienes hemos ascendido por concurso esto es muy importante, porque deja de manifiesto si la 
persona tiene el conocimiento suficiente de la función que está cumpliendo. 


Por todo esto, entendemos que a la prueba de capacidad habrá que darle mayor puntaje que 
a las calificaciones en general. Por supuesto que siempre va a haber una apreciación personal de parte 
de la persona que califica sobre cada funcionario, dado que siempre tenemos una relación personal 
con las personas que trabajan con nosotros. En consecuencia, es importante que no solamente eso 
sea un argumento de peso, sino que también, al tener la prueba de capacidad un mayor porcentaje en 
la calificación, pueda ayudar a aportar elementos para los ascensos. Aclaramos que no estamos en 
desacuerdo con lo relativo a la antigúedad o los méritos académicos, pero sabemos que, por ejemplo, 
la antigúedad siempre ha tenido mucho peso en las calificaciones. Sin embargo, esto no es muy 
correcto porque puede darse el caso de funcionarios que tienen mucha antigúedad pero que no han 
demostrado ninguna capacidad y nunca se han dedicado a su labor. 


En cuanto al artículo 45, estamos de acuerdo con el agregado que introduce la Secretaría en 
cuanto a que los porcentajes complementarios establecidos en este artículo solamente se adjudicarán 
a los funcionarios que desempeñen funciones en las diferentes oficinas de la Cámara de Senadores. 
Nos parece perfecto que se califique a quien está trabajando en la Casa. No puede ser que terminen 
ascendiendo aquellos que están cinco o diez años en comisión, y cuando tenemos que realizar la 
prueba nos encontramos con que la carrera no la hicieron en la Casa. No estamos criticando que se 
vayan ni diciendo que no sepan. Pero vamos a medir a los funcionarios de la Casa de manera que 
tengan un peso más importante que aquellos que están en comisión, aunque lo estén dentro de la 
Casa, porque muchas veces sucede que hay funcionarios que están en comisión en la Cámara de 
Representantes o con un Senador, lo cual no les quita ningún mérito; estamos en total acuerdo con 
ello, pero en desacuerdo con que su calificación tenga el mismo peso que un funcionario que trabaja 
aquí todos los días. 


Ahora llegamos a la frutillita de la torta, es decir, el artículo 34 que supone una modificación 
bastante importante. Debo decir que AFUCASE no comparte absolutamente nada en relación a las 
modificaciones introducidas por la Secretaría, sobre todo considerando que el resultado es muy 


ambiguo y terriblemente peligroso. La redacción del artículo empieza de la misma forma que el que 
están estudiando los señores Senadores, ya que establece que las vacantes que se produzcan serán 
provistas mediante concurso de oposición y méritos entre funcionarios que ocupen cargos dentro del 
respectivo escalafón. Hasta allí estamos todos de acuerdo. Creo que el escalafón debemos 
respetarlo y en cada uno de ellos es donde nos tenemos que mover para la vacante a proveer, pero el 
texto sigue diciendo: salvo disposiciones especiales aprobadas por resolución de la Cámara de 
Senadores. Creo que como funcionarios y como agrupación, no podemos permitir que se esté a la 
resolución de la Administración porque esta debe dar a los funcionarios pautas bien claras de cómo 
van a ser los concursos. Cuando se dice “salvo disposiciones especiales aprobadas por resolución de 
la Cámara de Senadores”, ¿quiere decir que la Cámara puede llamar a concurso o mañana reunirse y 
decir no, cambiemos, juguemos de otra manera, llamemos, por ejemplo, a los Administrativos V a 
concursar para ser Directores? Me parece que no podemos permitirlo. AFUCASE está en total 
desacuerdo con esto y más lo está con el último inciso, que dice que los concursos no necesariamente 
deberán efectuarse de grado en grado, lo que será determinado en cada caso por la Presidencia en el 
llamado y en las bases del concurso respectivo. Esta es otra arma terrible y no sé si no es peor que la 
anterior porque, ¿cuál sería la tranquilidad que tiene el funcionario en un llamado a concurso donde no 
hay normas comunes? No podemos creer que pueda haber una resolución de Presidencia que decida 
que el concurso no sea de grado a grado. Yo, que fui un funcionario calificador, me voy a ver obligado a 
calificar funcionarios que están muy por debajo -que los calificamos nosotros- y a “arrancarles la 
cabeza”; es espantoso. Además, creo que la doctora Carrau lo sostuvo claramente en su alocución 
del otro día. Por otro lado, hicimos una consulta personal y telefónica con el doctor Correa Freitas, 
quien muy amablemente se ofreció a hacer un escrito, si los señores Senadores así lo solicitan, donde 
él puede afirmar -tal como sostiene- que no se puede dar, debido a temas importantísimos, que la 
Administración tenga el peso de resolución sobre el concurso. 


En definitiva, entendemos que el artículo 34, tal cual está redactado por la Comisión, es 
inconveniente y, a su vez, las modificaciones que introduce Secretaría coliden con el principio de la 
Administración. En los años 1990 ó 1991, durante la Presidencia del doctor Aguirre, se hizo un 
Reglamento de Calificaciones que es un poco esto que se invoca. 


Ahora quisiera ceder el uso de la palabra a la Secretaria, señora Carla Buoncristiano para que 
en cierta medida lea el artículo que fue propuesto por el Frente en ese momento. 


SEÑORA BUONCRISTIANO.- Queremos hacer un poco de memoria y llegar hasta el momento en 
que, en julio de 1990, se estaba discutiendo el proyecto de resolución del Estatuto del Funcionario que 
por primera vez ¡ba a tener la Cámara de Senadores, no así la Cámara de Representantes. 


En ese momento hacía un mes, aproximadamente, que se había discutido prácticamente al 
mismo tiempo, en Comisión y en el Senado, la Ley N* 16.127, de Funcionarios Públicos, sobre normas 
de designación, ascensos e incentivos. 


Como decía, en oportunidad de que se estuviera discutiendo en julio de 1990 el Reglamento 
de los funcionarios se introducía una modificación a su artículo 13 que prácticamente es la misma que 
propone hoy la Secretaría modificándola. El funcionariado de ese momento se sintió realmente muy 
respaldado y respetado por un artículo sustitutivo que presentó la bancada del Frente Amplio integrada 
en aquella oportunidad por los entonces señores Senadores Arana, Araújo, Astori, Bruera, Korzeniak, 
Gargano y Pérez, quienes proponían un artículo sustitutivo, que paso a citar. Dice así: “Léase el 
artículo 13 sustitutivo, presentado por la bancada del Frente Amplio. 


(Se lee:) 


"ARTICULO 13.- Las vacantes que se produzcan serán provistas por el ascenso de aquellos 
funcionarios que ocupen cargos en el grado inmediato inferior dentro del respectivo escalafón y así 
sucesivamente, en los grados subsiguientes. 


Si en el grado inmediato inferior no hubiere funcionarios para el ascenso, se recurrirá al 
siguiente y así sucesivamente. 


Sólo excepcionalmente y mediando razón fundada, podrá admitirse el salto de hasta dos 
grados del respectivo escalafón". 


No menos importante es para nosotros la argumentación en Sala del entonces señor 
Senador Arana -recordemos que se estaba discutiendo el Estatuto del Funcionario y la Ley N* 16.127, 
sobre Funcionarios Públicos- el 10 de julio de 1990, quien pide la palabra y señala lo siguiente: “Señor 
Presidente: tal como lo manifestó el señor Miembro Informante, este proyecto de Estatuto se debatió 
con cierto detenimiento y cuidado y nosotros queremos hacer notar al Cuerpo que viene a llenar un 
vacío de forma tal que representa un gran beneficio para los funcionarios dependientes del Senado, 
beneficio del que ya gozaban los funcionarios de la Cámara de Representantes. Consideramos que se 
trata de una propuesta muy atendible y positiva en términos generales. De todos modos, nosotros 
tuvimos ocasión de formular ciertas observaciones -algunas de ellas de entidad- que trataré de reiterar 
en esta discusión general y posteriormente, durante la discusión particular”. Más adelante, señala: “En 
primer lugar, entendemos conveniente que los ascensos dentro del Cuerpo se mantengan, en términos 
generales, de grado en grado. Creemos que esta norma tiende a mantener el ordenamiento de la 
carrera funcional y que solamente en casos muy excepcionales -y mediando razones fundadas- 
debería posibilitarse saltar grados y por términos acotados. Considero útil que se establezca esta 
norma, porque colma una aspiración muy sentida entre el funcionariado del Cuerpo. Por otra parte, en 
la propia Comisión pudimos apreciar que, lejos de ser una traba que perturbe la posibilidad de 
ascensos, constituye una defensa y una garantía para los funcionarios porque permite a la jerarquía 
optar entre un amplio espectro, a tales efectos. 


Además, debo señalar otro aspecto que mencioné en oportunidad de discutir este tema en la 
Comisión y también cuando se debatieron, en términos generales, las modificaciones de introducir con 
respecto a los funcionarios públicos del país: que subsiste un procedimiento mediante el cual se sigue 
permitiendo una práctica tremendamente nociva que ha hecho mucho daño al país en su conjunto y 
que ha desacreditado en alto grado la función pública y la jerarquía, tanto de los funcionarios de 
carrera como la de quienes desempeñan cargos electivos a nivel nacional”. Termina este párrafo con 
una exclamación, diciendo: “¡qué importante sería que se actúe de una manera límpida, clara, nítida, 
igual y objetiva respecto de todos los ciudadanos del país!” 


Era importante para nosotros traer esto a colación porque en aquel momento representó -y 
sigue representando- un argumento muy válido tanto en el pasado como hoy en día. Pensamos que 
este debe ser el camino a seguir porque se valoriza, se jerarquiza y se respeta la carrera del 
funcionario, y nosotros consideramos que es muy importante que se tenga en cuenta esto. 


SEÑOR BARAIBAR.- Brevemente quería decir que es muy importante lo que nos han leído ya que 
estamos desarrollando una discusión similar. Debo decir con toda claridad que a nosotros nos hace 
mucha fuerza que compañeros muy queridos hayan sentado una posición de principio a la hora de 
debatir este tema. Por lo tanto, es importante que se haya dado una posición sobre el mismo para, en 
principio, tenerla en cuenta. De todos modos nos gustaría que nos dejaran, de ser posible, una 
fotocopia de este material. 


SEÑORA BUONCRISTIANO.- Precisamente, nosotros preparamos un material para dejárselo a los 
miembros de la Comisión. 


SEÑOR BARAIBAR.- Digo esto porque creo que sería bueno analizar no sólo lo que se ha sido leído 
sino todo el debate que tuvo lugar en esa oportunidad. 


SEÑORA BUONCRISTIANO.- Hemos concurrido con el ejemplar del Diario de Sesiones 
correspondiente, por lo que podemos dar su fecha y su número de Tomo y de sesión. 


SEÑOR MARTINEZ PAYSSE.- Creo que ha sido un tema bastante rebatible el del artículo 34. 
Nosotros, como Asociación, estamos defendiendo muy fuertemente la disposición que está vigente y 
considero que no podemos seguir dándole vueltas al asunto de que las Administraciones tomen la 
posición que puedan en determinado momento. Creemos que las reglas tienen que ser muy claras 
para que el funcionario juegue, a su vez, con las reglas que le están marcando y que las respete. Creo, 
repito, que estas reglas tienen que ser muy claras y que este artículo que está analizado aquí -sin las 
modificaciones de Secretaría- es sumamente claro: vamos grado a grado y de escalafón en escalafón. 
Me parece que la ambición de todo funcionario es que lo respetemos. Esto no es porque nosotros 
despreciemos a la gente de otro escalafón o porque consideremos que no tiene los mismos o 
superiores méritos que nosotros sino porque consideramos que esto tiene que ver con el respeto del 
escalafón de cada uno. Pensamos que es básico que el grado sea lo importante para no obligar, 
muchas veces, a que el jefe califique mal a su funcionario por miedo a que mañana concurse con él. 
Entonces, no le demos un arma tan peligrosa, sino mucha independencia -ya que es el primer 


calificador- para que tenga la libertad de poder evaluar a sus funcionarios realmente bien y no terminen 
pesándole sus intereses personales, porque eso sería muy lamentable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes no consideran que el grado a grado es una contradicción con la 
prioridad que le dan a la capacidad? 


SEÑOR MARTINEZ PAYSSE.- Con respecto al tema de la capacidad relacionado con el grado a 
grado, debo decir que según se marca aquí hay un segundo llamado en el que no intervendría el 
primer grado siguiente sino el posterior, refiriéndose al que está por debajo. Lo que nosotros estamos 
dando es el puntaje necesario. 


¿Por qué consideramos que pesa más el puntaje en el concurso por la calificación? Porque 
queremos que esa persona tenga los suficientes conocimientos para concursar por el grado al que 
aspira. Eso es porque va a desarrollar una tarea. Si mañana concursa un administrativo para un cargo 
de jefe, deberá tener determinados conocimientos -que no eran necesarios para su tarea de 
administrativo- porque ahora va a tener mando y deberá resolver una cantidad de situaciones. 


Creemos que es importante el balance de los puntajes en los porcentajes de calificación. 


SEÑORA BUONCRISTIANO.- Por último hay un aspecto que quería recalcar. La señora Senadora 
Percovich, en la reunión anterior de esta Comisión, había marcado que el objetivo de la Administración 
era la unificación de criterios en todo el Parlamento. En una breve entrevista que mantuvimos con la 
Asociación de Funcionarios de la Cámara de Representantes se nos manifestó que ellos no están 
estudiando este Reglamento -ni siquiera les ha llegado a la Mesa- y que han iniciado un estudio con 
tres proyectos diferentes. Uno de ellos, acordado, otro proyectado, etcétera; en fin, como que recién 
están empezando a hacer las cosas. Esto me llamó la atención porque -tal como señaló anteriormente 
la señora Senadora Percovich- si se pretende lograr una unificación de criterios, se supone que este 
proyecto ya lo tendrían que tener estudiado hace rato, máxime si tenemos en cuenta las urgencias que 
han sido expresadas por parte de la Administración, en el sentido de lograr su sanción en determinado 
lapso. Todo esto, pues, no condice con lo que se nos expresa en la otra Cámara, puesto que, reitero, ni 
siquiera lo han leído. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR CANESSA.- Hay que tener en cuenta que cuando se estudió este proyecto de Reglamento de 
Calificaciones y Concursos el objetivo era hacer un único Reglamento para todo el Poder Legislativo, 
es decir, para todo el Parlamento en su conjunto. Por ello se trabajó con los tres organismos que 
conforman el Parlamento, es decir que había buena intención para que se lograra un único Reglamento 
de calificaciones y concursos. 


Por lo tanto, creo que debemos tratar de conciliar un grupo homogéneo para los tres 
organismos y empezar a estudiar el proyecto entre los tres -a pesar de que nosotros ya tenemos la 
base, que creo también serviría a los efectos de un trabajo conjunto- para lograr, con éxito, algo único 
para todo el Parlamento. Cuando se comenzó a trabajar con el Grupo VI y luego continuó el trabajo el 
Grupo Il la idea era precisamente esa: hacer un único Reglamento para todos. Tal como dice mi 
compañera Carla Buoncristiano, sería bueno que nos pusiéramos en contacto, pero de manera oficial y 
no basarnos en que lo tienen, lo están estudiando o que lo van a estudiar en algún momento. Insisto en 
que tendríamos que marcar pautas para que este Reglamento lo estudiaran los tres organismos al 
mismo tiempo. 


(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios de la Cámara de Senadores) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


